CONTRATOS ESTATALES – Creación relaciones obligacionales – Deudor – Desplegar prestación – Pago – Acreedor 

Los contratos, amén de regular o extinguir una relación jurídica de contenido económico, también pueden crear relaciones obligacionales y como quiera que en las relaciones jurídicas de esta estirpe una de las partes (el deudor) debe desplegar una conducta (la prestación) en favor de la otra (el acreedor), se sigue que el comportamiento desplegado por el deudor en favor del acreedor solo puede ser tenido como satisfacción de la prestación (pago) en la medida en que se ajuste plenamente a lo convenido.

No otra cosa se deduce de lo preceptuado en los artículos 1626, 1627 y 1649 del Código Civil al disponer, respectivamente, que “el pago efectivo es la prestación de lo que se debe”,  que “el pago se hará bajo todos los respectos en conformidad al tenor de la obligación; sin perjuicio de lo que en los casos especiales dispongan las leyes” y que “el deudor no puede obligar al acreedor a que reciba por partes lo que se le deba, salvo el caso de convención contraria, y sin perjuicio de lo que dispongan las leyes en casos especiales.”

INCUMPLIMIENTO CONTRATO – No satisfacción prestación 

En consecuencia, se estará en presencia de un incumplimiento si la prestación no se satisface en la forma y en la oportunidad debida y si además esa insatisfacción es imputable al deudor.
Y es que si la insatisfacción no es atribuible al deudor, ha de hablarse de “no cumplimiento” y esta situación, por regla general, no da lugar a la responsabilidad civil.
CONTRATO NO CUMPLIDO – Excepción – Mora alguna de las partes 
Si se tiene en cuenta que la responsabilidad civil o del Estado persigue la indemnización de los perjuicios causados y que en la responsabilidad contractual el deudor debe estar en mora pues de lo contrario no puede reclamar la indemnización de perjuicios ni la cláusula penal en su caso, tal como lo pregonan los artículos 1594 y 1615 del Código Civil, es conclusión obligada que si alguno de los contratantes ha incumplido el otro no estará en mora, pues así lo dispone el artículo 1609 del Código Civil, y por consiguiente el incumplido no puede reclamar perjuicios o la pena. 
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Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora
 contra la sentencia del 21 de marzo de 2013
 proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que resolvió: 

“PRIMERO: Negar las pretensiones de la demanda […]”

I. ANTECEDENTES

1. Lo pretendido

El 10 de mayo de 2011
, la señora María Victoria López Muñoz presentó demanda contra el Fondo Financiero Distrital de Bogotá para que se realizaran las siguientes declaraciones y condenas: 

1.1- Que se declare el incumplimiento del contrato Nº 1119 – 2008 por parte de la entidad demandada, toda vez que ésta se negó al reconocimiento y pago de las sumas de dinero debidas a la contratista. 

1.2- Que se declare que la hoy demandante cumplió el contrato mencionado y se reconozca la suma de dinero adeudada de conformidad con lo estipulado en el contrato. 

1.3- Que como consecuencia de las anteriores declaraciones se condene al pago de:

1.3.1- La remuneración debida al contratista equivalente al 20% más el IVA, de los valores pagados a la entidad contratante por la gestión de recuperación de unos dineros; con los respectivos intereses. 

1.3.2- El valor correspondiente al 20% de los valores pagados a la contratante con posterioridad a la presentación de la factura cambiaria, por parte del Instituto de Seguros Sociales, de conformidad con el acta de conciliación de saldos suscrita, toda vez que el desembolso de dicho dinero se presentó gracias a la gestión de la contratista. 

1.3.3- Que se ordene el pago del porcentaje acordado, esto es, el 20% del dinero recuperado, por concepto de gestión de conciliación de saldos a favor de la entidad demandada con los diferentes hospitales  del Distrito. 

1.3.4- Que se ordene, a título de daño emergente, el pago del valor de los honorarios del apoderado en este proceso, que corresponde al 20% de cuota Litis. 

1.3.5- Que se actualicen los valores señalados. 

1.3.6- Que se de cumplimiento a la sentencia de conformidad con los artículos 176 y 178 del C.C.A. 

1.3.7- Las costas y agencias en derecho. 

2. Fundamentos Fácticos.

Como fundamento de sus pretensiones, la parte actora expuso los hechos que la Sala sintetiza así: 

El Fondo Financiero Distrital de Salud de Bogotá y la hoy demandante celebraron el contrato Nº 1119 – 2008; cuyo objeto era el de realizar las acciones correspondientes con el fin de obtener el saneamiento de algunos aportes y la recuperación de excedentes a favor de la Secretaría Distrital de Salud, entre otros, de conformidad con lo establecido en el marco de proceso de fortalecimiento de planeación, por un término de 6 meses. 

El valor del contrato, se afirmó en la demanda, se estableció en “cuantía indeterminada” toda vez que no era posible, al momento de la suscripción del contrato, cuantificar el dinero a recuperar; sin embargo, de acuerdo con el apoderado de la parte actora, para efectos del perfeccionamiento y legalización del contrato, se fijó el valor de $45.000.000. Como forma de pago, se estableció que “Las sumas que llegaren a causarse con ocasión de la celebración del presente contrato, se cancelarán de acuerdo a(sic) cada uno a uno (sic) de los pagos que se efectúen […] en porcentaje equivalente al 20% mas(sic) IVA  sobre la recuperación de saldos a favor de la Secretaría Distrital de Salud y la Red Hospitalaria del Distrito (Hoy ESE) […]”. 

La hoy actora entregó al supervisor del contrato, el Director de Desarrollo de Talento Humano de la Secretaría Distrital de Salud de Bogotá, un informe de la gestión realizada el 28 de abril de 2009, en el cual informó que el valor cancelado, a la fecha por el Instituto de Seguros Sociales, es de $3.048.786.135, y se afirmó en la demanda que el 20% de este valor corresponde a los saldos adeudados a la demandante. 

3. El trámite procesal

3.1- Admitida la demanda y noticiado el Secretario Distrital de Salud de Bogotá del auto admisorio el 12 de agosto de 2011, el asunto se fijó en lista, el mismo día. El apoderado de la entidad demandada contestó la demanda solicitando que se nieguen todas y cada una de las pretensiones de la demanda, entre otros argumentos expuso, que la contratista no cumplió a cabalidad con el objeto del contrato y la existencia de un cobro de lo no debido por parte de la señora María Victoria López Muñoz. 

3.2- Después de decretar
 y practicar pruebas se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público para que alegaran de conclusión, oportunidad que fue aprovechada por las partes y el Procurador Cincuenta Judicial Administrativo Delegado ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 

II.  LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL 

El 21 de marzo de 2013, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca negó las pretensiones de la demanda.  

Como fundamento de su decisión el A quo consideró: 

- Que el incumplimiento del contrato por la contratista, alegado por la entidad demandada en la contestación a la demanda, se encuentra acreditado, toda vez que la gestión encomendada se encontraba regulada por la Resolución Nº 3815 del 28 de noviembre de 2003, expedida por el entonces Ministerio de la Protección Social, de conformidad con la cual se constata que la obligación de la señora López Muñoz se cumplía con la recopilación de la información relacionada con los valores objeto de recaudo, se realizaran los cruces de cuentas y se adelantaran las gestiones pertinentes dentro del término de ejecución del contrato. 

- Sostuvo que no le asiste razón al apoderado de la parte actora al afirmar que el cumplimiento de las obligaciones por parte de la contratista se encuentra demostrado, puesto que no se le impuso ningún tipo de sanción a la hoy actora, pues con los informes aportados al proceso se encuentra acreditado que no se cumplió con el procedimiento de cruce de cuentas. 
- Adicionalmente, consideró el a quo que si bien no obra prueba que acredite el pago efectivo del valor del contrato por parte de la administración, ello no resulta suficiente para que la contratista haga valer su incumplimiento indicando que no ha recibido dicho pago, pues la forma de pago estipulada en el contrato no hace referencia al tiempo en que se debía realizar el pago, por lo cual interpreta el Tribunal que el mismo debía realizarse una vez establecidos los saldos de las entidades sobre las cuales versó el contrato. 

- Por último, el fallo impugnado destaca que la forma como se pactó el valor del contrato es imprecisa y se encuentra en contravía del patrimonio público, pues el valor pactado de $45.000.000 aunado a al porcentaje que se estipuló, esto es, del 20% más IVA sobre los saldos recuperados, resulta excesivo. 

III. EL RECURSO DE APELACIÓN

1. El 6 de mayo de 2013, el apoderado judicial de la parte demandante interpuso recurso de apelación
 en el que solicitó que se revoque la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca. Para lo anterior: 

(i) Afirmó que en la cláusula quinta del contrato se estableció, en relación con la forma de pago que “SE CANCELARÁN DE ACUERDO A CADA UNO A UNO(SIC) LOS PAGOS QUE EFECTUEN CADA UNA DE LAS ENTIDADES”, por lo cual consideró que los pagos a la contratista debían ser parciales, cada vez que se obtuviera el dinero a favor del Fondo Financiero Distrital de Salud, y afirmó que se estipuló que en cuanto a “los pagos por concepto de honorarios adeudados a la contratista, los mismos se realizarían con sujeción a la gestión realizada satisfactoriamente por la misma frente a cada una de las entidades objeto de cobro”. 

 (ii) Reiteró lo manifestado sobre la excepción de contrato no cumplido, y transcribió alguna jurisprudencia de esta Corporación al respecto. Además consideró que se pactó en el contrato que los saldos se debían materializar en el momento en que cada una de las entidades demandadas realizara el pago, y manifestó que las partes estipularon voluntariamente que el valor del contrato se estableciera como “indeterminado”.  

(iii) Sobre el incumplimiento de la contratista, afirmó que una vez la entidad estatal le solicitó la información relativa a las actas de conciliación, la señora María Victoria López Muñoz presentó el informe correspondiente; y sostuvo que se presentó una falla en el principio de planeación por parte de la entidad, concretamente en la elaboración de estudios previos que determinen la viabilidad técnica del proyecto, de conformidad con artículo 25 de la Ley 80 de 1993, lo que, a juicio del apoderado de la parte recurrente, generó un perjuicio grave para los particulares en calidad de proponentes. 

(iv) Concluyó que la confianza creada por la administración se vio vulnerada, lo que implica la responsabilidad del Estado. Solicitó el reconocimiento del interés positivo, lo que implica que se conceda una indemnización por el 100% de la utilidad esperada. 

Concedido el término a las partes y al Ministerio Público para presentar alegatos de conclusión y rendir concepto de fondo, respectivamente, las partes descorrieron el traslado, mientras que el Ministerio Público guardó silencio. 
V. CONSIDERACIONES

Para resolver lo pertinente, la Sala, retomando la problemática jurídica propuesta por los actores, precisará el alcance de los conceptos adoptados como ratio decidendi para sustentar su decisión: (1) El  pago  como medio de extinción de las obligaciones. (2) La excepción de contrato no cumplido. Luego se reseñarán las pruebas que obra en el expediente, finalmente se realizará el análisis del caso concreto, estudiando cada uno de los argumentos expuestos en el recurso de apelación, esto es: i) se verificará si se presentó el incumplimiento por parte de la entidad contratante como lo manifiesta el recurrente; ii) Si se encuentra acreditado que el demandante cumplió sus obligaciones. 
1. El pago como medio de extinción de las obligaciones

Los contratos, amén de regular o extinguir una relación jurídica de contenido económico, también pueden crear relaciones obligacionales y como quiera que en las relaciones jurídicas de esta estirpe una de las partes (el deudor) debe desplegar una conducta (la prestación) en favor de la otra (el acreedor), se sigue que el comportamiento desplegado por el deudor en favor del acreedor solo puede ser tenido como satisfacción de la prestación (pago) en la medida en que se ajuste plenamente a lo convenido.

No otra cosa se deduce de lo preceptuado en los artículos 1626, 1627 y 1649 del Código Civil al disponer, respectivamente, que “el pago efectivo es la prestación de lo que se debe”,  que “el pago se hará bajo todos los respectos en conformidad al tenor de la obligación; sin perjuicio de lo que en los casos especiales dispongan las leyes” y que “el deudor no puede obligar al acreedor a que reciba por partes lo que se le deba, salvo el caso de convención contraria, y sin perjuicio de lo que dispongan las leyes en casos especiales.”

En consecuencia, se estará en presencia de un incumplimiento si la prestación no se satisface en la forma y en la oportunidad debida y si además esa insatisfacción es imputable al deudor.
Y es que si la insatisfacción no es atribuible al deudor, ha de hablarse de “no cumplimiento”
 y esta situación, por regla general,
 no da lugar a la responsabilidad civil.

2.  La excepción de contrato no cumplido

Si se tiene en cuenta que la responsabilidad civil o del Estado persigue la indemnización de los perjuicios causados y que en la responsabilidad contractual el deudor debe estar en mora pues de lo contrario no puede reclamar la indemnización de perjuicios ni la cláusula penal en su caso, tal como lo pregonan los artículos 1594 y 1615 del Código Civil, es conclusión obligada que si alguno de los contratantes ha incumplido el otro no estará en mora, pues así lo dispone el artículo 1609 del Código Civil, y por consiguiente el incumplido no puede reclamar perjuicios o la pena. 

No otra cosa puede deducirse de las normas antes mencionadas que a la letra expresan:

“Artículo 1594. Antes de constituirse el deudor en mora, no puede el acreedor demandar a su arbitrio la obligación principal o la pena, sino sólo la obligación principal…”
“Artículo 1615. Se debe la indemnización de perjuicios desde que el deudor se ha constituido en mora, o, si la obligación es de no hacer, desde el momento de la contravención.”

“Artículo 1609. En los contratos bilaterales ninguno de los contratantes está en mora dejando de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumpla por su parte, o no se allana a cumplirlo en la forma y tiempo debidos.” 

3. Hechos probados: 

a) Copia simple del contrato Nº 1119 – 2008 del 24 de diciembre de 2008, suscrito por el representante legal del Fondo Financiero Distrital de Salud y la señora María Victoria López Muñoz – Fl. 2 del C.2. 
b) Copia auténtica de la Modificación Nº 1 al contrato de prestación de servicios Nº 1119 de 2008, suscrito entre el Fondo Financiero Distrital de Salud y la señora María Victoria López Muñoz consistente en que se designó como supervisor  del contrato al Director  de Desarrollo del Talento Humano de la Secretaría  Distrital de Salud.– Fl. 5 del C.2. 
c) Copia auténtica de la invitación realizada por la Secretaría de Salud de Bogotá a la hoy actora – Fls. 11 – 13 del C.2. 
d) Oferta de servicios profesionales para la realización del saneamiento de aportes patronales y recuperación de excedentes con las entidades promotoras de salud, las administradoras de fondos de pensiones, cesantías, y las administradoras de riesgos profesionales, por parte de la señora María Victoria López Muñoz – Fls. 6 – 10 del C.2. – en la cual se lee: 
“PROPUESTA

POR LO ANTERIOR ME PERMITO PRESENTAR A SU CONSIDERACIÓN LOS SERVICIOS PROFESIONALES PARA LA REALIZACIÓN DEL SANEAMIENTO DE LOS APORTES PATRONALES Y LA RECUPERACIÓN DE EXCEDENTES A SECRETARIA DE SALUD DISTRITAL DE BOGOTÁ Y LAS ESEs, PROCESO ESTE QUE CONSISTE EN: 

· Recopilar toda la información que tengan SECRETARIA DE SALUD DISTRITAL DE BOGOTÁ Y LAS ESEs de cada una de las Entidades Promotoras de Salud, cesantías, riesgos profesionales y Las Administradoras de Fondos de Pensiones (Planillas de autoliquidación y pago de vigencias 1994 a 2001) que estén recibieron(sic) aportes por parte del Ministerio de la Protección Social. 
· Determinar los valores que el Ministerio ha apropiado (SITUADO FISCAL) desde el año 1994 al 2001, en lo relacionado con aportes patronales según las normas expedidas para tal fin. 
· Visitar todas y cada una de las Entidades Hospitalarias del DISTRITO de BOGOTÁ, las Promotoras de Salud, Las Administradoras de Fondos de Pensiones, cesantías y riesgos profesionales para confrontar los reportes que ellos tienen con los de SECRETARIA DE SALUD DE BOGOTÁ Y LAS ESEs y determinar los saldos a favor o en contra. 
· Propiciar una conciliación que favorezca a LA SECRETARIA DE SALUD DISTRITAL DE BOGOTÁ Y LAS ESEs con cada una de las entidades involucradas en el saneamiento de aportes patronales como lo termina la resolución No. 3815 del 28 de Noviembre(sic) de 2003. 
· Obtener un documento físico (ACTA DE CONCILIACIÓN) donde aun no se tenga, debidamente legalizado y firmado que brinde un alto grado de seguridad de dicha conciliación para las partes. 
· Conseguir que las Entidades Promotoras de Salud, Las Administradoras de Fondos de Pensiones, Cesantías y Riesgos Profesionales que hayan firmado las conciliaciones PAGUEN EN EL MENOR TIEMPO POSIBLE LOS EXCEDENTES QUE SE PRESENTEN A FAVOR DE LA SECRETARIA DE SALUD DISTRITAL DE BOGOTÁ Y LAS ESEs, como último paso de éste(sic) proceso […]”
e) Copia auténtica del acta de iniciación del contrato Nº 1119 de 2008 suscrita el 15 de enero de 2009, por un plazo de 6 meses, esto es, hasta el 14 de julio de 2009 – Fl. 14 del C.2. 

f) Oficio Nº 011 del 8 de enero de 2009 enviado por la Subdirectora de Contratación de la Secretaría de Salud de Bogotá, dirigido a la hoy demandante, en el cual se informó que el contrato Nº 1119 ha sido celebrado y legalizado, se envió copia del mismo junto con el acta de iniciación y se destacó que la supervisión de este se encuentra a cargo del Director de Planeación y Sistemas. – Fl. 15 del C.2. 

g) Informe de gestión del 28 de abril de 2009, suscrito por la hoy actora, y dirigido al supervisor del contrato – Fls. 17 – 25 del C.2. 

h) Oficio de “Reliquidación de actas de confrontación de saldos” enviado por la señora María Victoria López Muñoz al Secretario de Salud del Distrito, y recibida en la Secretaría de Salud el 10 de marzo de 2009 – Fl. 26 – 27 de C.2. 

i) Oficio de “Autorizaciones de desembolso – Actas de Confrontación de Saldos” radicado 17 de abril de 2009 por la señora López Muñoz ante el Instituto de Seguros Sociales – Fl. 28 del C.2. 

j) Autorizaciones de desembolso de recursos suscrita por el Secretario Distrital de Salud de Bogotá, a favor del Fondo Financiero Distrital de Salud – Fl. 29 del C.2.; Fl. 77 del C. 2. ; Fl. 79 del C.2.; Fl. 81 del C.2.; Fl. 83 del C.2.; 85 del C.2.; Fl. 87 del C.2.; Fl. 89 del C.2.; Fl. 91 del C.2.; y Fl. 93 del C.2.        

k) Formatos de información de proveedores de bienes y servicios – Fls. 30 – 32 del c.2.; Fl. 78 del C.2.; Fl. 80 del c.2.; Fl. 82 del C.2.; Fl. 84 del C.2.; Fl. 86 del C.2.; Fl. 88 del C.2.; Fl. 90 del C.2.; Fl. 92 del C.2.; y Fl. 94 del C.2.    

l) Oficio del 16 de abril de 2009 suscrito por la señora María Victoria López Muñoz y dirigido al Secretario Distrital de Salud, radicado el mismo día, en el cual se informa la entrega de las actas de confrontación de saldos suscritas entre el Instituto de Seguros Sociales y las ESEs del Distrito – Fl. 33 del C.2. – y las correspondientes actas – Fls. 34 – 40 del C.2. 

m) Oficio del 14 de abril del 2009 suscrito por la señora López Muñoz dirigido al Vicepresidente Financiero del Instituto de Seguros Sociales – Bogotá, mediante el cual se adjuntan unos documentos con el fin de proceder con el desembolso de unos recursos – Fls. 41 – 42 del c.2. 

n) Oficio del 14 de abril de 2009 suscrito por el Profesional Técnico Especializado de Tesorería de la Secretaría de Salud de Bogotá, dirigido a la señora María Victoria López Muñoz, por medio del cual se aportan unos documentos para autorizar el giro de los recursos del Instituto de Seguros Sociales – Fl. 43 del C.2. 

o) Certificación bancaria del Fondo Financiero Distrital de Salud proferida por el Gerente de cuenta de Bancolombia – Fl. 44 – 45 del C.2. 

p) Certificación suscrita por el Profesional Especializado de Tesorería del Fondo Financiero Distrital de Salud, en la cual consta que el Fondo administra los recursos que financian la salud en Bogotá y la cuenta bancaria de la cual hace uso para cumplir con su función – Fl. 46 del C.2. 

q) Acta de posesión Nº 004 del 1º de enero de 2008, mediante la cual el señor Héctor Zambrano Rodríguez se posesionó como Secretario de Despacho de la Secretaría de Salud de Bogotá – Fl. 48 del c.2. 

r) Copia simple del Acuerdo Nº 20 de 1990 “Por el cual se organiza el SISTEMA DISTRITAL DE SALUD DE BOGOTÁ” – Fls. 60 – 76 del C.2. 

s) Oficio del 7 de abril de 2009 suscrito por la señora María Victoria López Muñoz, dirigido al Secretario Distrital de Salud de Bogotá, mediante el cual la demandante envió copias de las actas de Confrontación de Saldos suscritas entre el ISS y las ESEs del Distrito – fl. 95 – 96 del c.2. 

4. Análisis del caso concreto
La Sala lo primero que determina es que la orden de pago del 20% de lo recuperado por concepto de la gestión conciliación de saldos, consignada en la pretensión tercera de las pretensiones de libelo, será rechazada. Lo anterior,  puesto que respecto de la mismas no se encuentra acreditado el requisito sine qua non para que surja la obligación de pago, tal como se estipuló en el contrato, esto es, que existan dineros que hayan sido efectivamente consignados al Fondo Distrital de Salud de Bogotá. En efecto, sobre la obligación de realizar el pago, en el contrato 119 de 2008 las partes estipularon: 

“5) FORMA DE PAGO: Las sumas que lleguen a causarse con ocasión de la celebración del presente contrato, se cancelarán de acuerdo a cada uno a uno (sic) los pagos que efectúen cada una de las entidades de que trata el objeto del presente contrato, en porcentaje equivalente al veinte por ciento (20%)  más IVA sobre recuperación de saldos a favor de la Secretaría Distrital de Salud y la Red Hospitalaria del Distrito (hoy ESE), de acuerdo a lo previsto en la Resolución No. 3815 del 28 de noviembre de 2003, previa certificación de recaudo y cumplimiento por parte del supervisor del contrato; así mismo, se cuente con el respectivo PAC y la acreditación del pago de los aportes al sistema de seguridad social en salud y pensión por parte de LA CONTRATISTA.” 

Conforme a lo anterior,  la obligación de pagar el porcentaje pactado a la contratista no surgía por la simple suscripción del  acuerdo de conciliación, acuerdos que, por demás, no se encuentran acreditados dentro del expediente; pero que aún cuando se encontrarán, per se no generarían la obligación de pago en la entidad demandada. 

Resta ahora determinar si habrá lugar a ordenar el pago de las sumas solicitadas  en la primera y en la segunda pretensión de condena de la demanda, esto es, aquellas que supuestamente fueron pagadas al FONDO DISTRITAL DE SALUD DE BOGOTÁ; y si tales cifras corresponden a los dineros recuperados gracias a la gestión de la demandante. 

Para resolver lo que corresponda la Sala considera oportuno examinar, además de la ya revisada forma de pago,  cuál era el objeto del contrato y cuáles las obligaciones específicas del contratista.  Al respecto se tiene  que en la estipulación PRIMERA del contrato de obra No. 119 de 2008 a propósito de su objeto se dispuso:

 “Realizar las acciones tendientes al saneamiento de aportes patronales y recuperación de excedentes a favor de la Secretaría Distrital de Salud y ESE, con EPS, ARP, FONDO PENSIONES y CESANTIAS de conformidad con lo establecido en el ordenamiento legal, en marco proceso fortalecimiento de Planeación” fl2. C.2.

A su turno, en la estipulación segunda del mismo contrato se consignaron como obligaciones del contratista las siguientes:

“1. Recopilar toda la información (Planillas de autoliquidación y pagos realizado en la vigencia 1994 a 2001) que tenga la Secretaría Distrital de Salud y la Red Hospitalaria del Distrito (hoy ESE), de cada unas de las 
Entidades Promotoras de Salud, Administradoras de Riesgos Profesionales y Fondos de Pensiones y Cesantías. 


2. Establecer los criterios de depuración de la información obtenida y ejecutar la depuración.


3. Determinar los valores que el Ministerio de Trabajo (hoy Ministerio de la 
Protección Social) apropió del situado fiscal desde el año 1994 al año 2001, en lo relacionado con aportes patronales, según las normas expedidas para tal fin.


4. Determinar los valores pagados en los referente a los aportes patronales en el periodo 1994 a 2001.  


5. Visitar todas y cada una de las entidades señaladas en el objeto del 
contrato para confrontar sus reportes, a fin de determinar los saldos a favor o en contra de las mismas. 


6. Propiciar mecanismos de conciliación que favorezcan a la Secretaría 
Distrital de Salud y la Red Hospitalaria del Distrito (hoy ESE) con cada una 
de las entidades involucradas en el saneamiento de aportes patronales 
como lo determina la Resolución No. 3815 del 28 de Noviembre(sic) de 
2003, así como llevar éstas a feliz término logrando la recuperación y pago de las sumas conciliadas. 


7. Informar al supervisor del contrato mensualmente sobre el avance de 
ejecución del contrato. 


8. Presentar un informe final sobre el proceso desarrollado, el cual deberá 
contar con el visto bueno del supervisor del contrato como requisito para 
efectuar los pagos pendientes a que haya lugar y proceder a la liquidación 
del contrato. 


9. Actuar con diligencia y lealtad en el desarrollo de las acciones 
encomendadas en el objeto del presente contrato. 


10. Cumplir con las demás que le sean asignadas y que sean concordantes 
con el objeto del contrato.”

De manera pues que para determinar, si se encuentra probado el cumplimiento de las obligaciones de la contratista respecto de los dineros que pudo haber recibido el FONDO DISTRITAL DEL SALUD DE BOGOTÁ,  es necesario verificar si en el expediente obra constancia de tales pagos, y si los mismos obedecieron a la gestión encomendada a la demandante MARÍA VICTORIA LÓPEZ MUÑOZ.

Sobre el particular encuentra esta Sala de Subsección que se acreditaron pagos realizados a la entidad demandada con las respectivas autorizaciones, los que se relacionan a continuación: 

	PAGO
	AUTORIZACIÓN

	Por valor de $232.951.336, realizado por el Hospital de Chapinero, Fl. 40 del C.2. 
	Fl. 77 del C.2. 

	Por un valor de $504.161.145, realizado por el Hospital del Sur, Fl. 37 del C.2. 
	Fl. 81 del C.2. 

	Por valor de $447.539.812, realizado por el Hospital de Suba, Fl. 35 del C.2. 
	Fl. 83 del C.2. 

	Por valor de $403.130.795, realizado por el Hospital de Vista Hermosa, Fl. 36 del C.2. 
	Fl. 85 del C.2. 

	Por valor de $1.098.843.302, realizado por el Hospital Centro Oriente, Fl. 39 del C.2. 
	Fl. 87 del C.2. 

	Por valor de $65.115.046, realizado por el Hospital San Cristóbal, Fl. 34 del C.2. 
	Fl. 91 del C.2. 

	Por valor de $297.044.699, realizado por el Hospital de Tunjuelito, Fl. 38 del C.2. 
	Fl. 93 del C.2. 


Pese a lo anterior, no obran en el expediente las actas de conciliación que acrediten que dichos pagos, con sus respectivas autorizaciones, sean producto de la gestión adelantada por la demandante; por el contrario, el Fondo Financiero Distrital de Salud de Bogotá en la contestación de la demanda manifestó que dichos pagos son, en realidad, el resultado de la labor adelantada por los funcionarios de la entidad demandada y no de la gestión adelantada por la señora María Victoria López Muñoz, y dicha afirmación constituye una negación indefinida, en virtud de la cual se traslada la carga de la prueba a la acá demandante.

De otra parte, si bien es cierto se encuentran actas de confrontación de saldos del situado fiscal, suscritas por el Presidente del Instituto de los Seguros Sociales respecto de los  diversos hospitales, también se encuentra la respuesta que a cada una de estas dio el supervisor del contrato- fl. Fls. 196-211 c.2-, en la que se manifiesta que dichas actas corresponden a la información entregada por la misma entidad contratante y que nada nuevo aparece en las mismas como resultado de la gestión de la contratista aquí demandante; por lo tanto, en el acápite de conclusiones de dicho documento se consignó:

“Solicitamos cordialmente a la contratista nos haga llegar un cuadro resumen de las gestiones adelantadas en lo referente a las actas de conciliación diferentes a las proporcionadas por Talento Humano en el cual se reflejen en cifras la información adicional de actas obtenidas por su gestión” -fl. 208 c.2-.

A este respecto, obra en el expediente una comunicación suscrita por la demandante, en respuesta a una solicitud que le hiciera el la Dirección de Talento Humano de la Secretaría de Salud, Supervisora del contrato, en la que se le requería para que entregara  las actas de conciliación celebradas con cada uno de los hospitales; en la respuesta a este requerimiento la aquí demandante manifiesta que dichas actas fueron suscritas por los hospitales gracias a su gestión y que se abstiene de entregarlas, argumentado que:

“En la medida en que mi trabajo no ha sido remunerado, en claro incumplimiento de las obligaciones de la Secretaría Distrital de Salud,  no tengo la obligación de hacer entrega de ningún documento que represente el cumplimiento de una labor que no ha sido compensada según el ordenamiento legal y contractual”- fl. 127 c.2-.

Así las cosas,  quien debía acreditar que efectivamente si fue ella quien realizó la gestión de recuperación de los saldos a favor de la entidad demandada era la parte actora; para lo anterior, como ya se dijo, resultaban conducentes las actas de conciliación suscritas entre la señora López Muñoz y las entidades correspondientes. Como ello no fue así, la Sala negará las pretensiones de la demanda. 

Adicionalmente, observa la Sala que una de las obligaciones específicas de la contratista tampoco se cumplió a cabalidad, la referente a la entrega de un informe mensual de su gestión al supervisor del contrato, toda vez que en el expediente aparecen únicamente dos informes, uno rendido el 28 de abril de 2009, y otro el 1º de junio del mismo año; cuando conforme a la estipulación contractual han debido rendirse 6 informes, correspondientes a los 6 meses de vigencia del contrato.

Como corolario de todo lo anterior, en el asunto que aquí se revisa por la vía de la apelación, aparece demostrado que la demandante MARÍA VICTORIA LÓPEZ MUÑOZ no acreditó el cumplimiento de todas las obligaciones que para ella se derivaban del contrato de prestación de servicios No. 119 de 2008  que celebró con el FONDO FINANCIERO DISTRITAL DE SALUD DE BOGOTA; por el contrario, lo que aparece demostrado es que cuando el supervisor del contrato la requirió para que acreditara que los pagos que le habían realizado al FONDO FINANCIERO DISTRITAL DE SALUD, obedecían a su gestión, se negó a  hacerlo, enrostrándole a la entidad contratante un incumplimiento que no aparece demostrado dentro del proceso, pues el FONDO no estaba obligado a pagar mientras no estuviere la certificación de recaudo expedida por el supervisor del contrato. En consecuencia, forzoso es concluir que en el expediente es palmario el incumplimiento de la demandante, lo cual en términos del artículo 1609 del Código Civil, ya transcrito, le impide la prosperidad de sus pretensiones, por lo que habrá de confirmarse el fallo de primera instancia. 
En mérito de lo expuesto la Subsección C de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIMAR la sentencia del 21 de marzo de 2013 proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 
SEGUNDO: Sin condena en costas. 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

Presidenta de la Sala

GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE

Magistrado

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Magistrado Ponente

� Fls. 168 – 181 del C.P 


� Fls. 152 – 166 del C.P 


� Fls. 3 – 22 del C.1 


� Fls. 74 – 75 C.1 


� Fls.168 – 181 C.P 


� F. HINESTROSA. Tratado de las obligaciones. Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2004, p. 237


� Se exceptúa el caso, por ejemplo, en el que el deudor conviene en responder aún en el evento de fuerza mayor o caso fortuito, tal como se desprende de los incisos finales de los artículos 1604 y 1616 del Código Civil


� Artículos 1604, inc. 2º, y 1616, inc. 2º, ibidem.





